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Resumen

La reforma de la legislacién de television es una necesidad inaplazable. Hay que acabar con
el rompecabezas legislativo actual, que comporta una dificultad inaceptable para los opera-
dores y deteriora la seguridad juridica. Sobre todo, es preciso superar una normativa que con-
sidera a la televisién servicio piblico, cuya gestién se "concede" a unos pocos. El desarrollo
tecnolégico hace que las diferencias entre la prensa y la televisién sean hoy adjetivas. Desde
luego, la ordenacién y asignacién de recursos escasos no puede seguir siendo la excusa po-
ra publificar la actividad. Es preciso afirmar la libertad de televisién, que -en todas sus mo-
dalidades- ha de estar abierta a cuantas iniciativas sean técnicamente posibles. A partir de
aqui, hay que controlar estrictamente la justificacién y financiacién de las televisiones pibli-
cas, incluidas las autonémicas. En una palabra, los poderes piblicos deben centrarse en sus
auténticas funciones, que no son ofrecer informacién y entretenimiento. Su papel estd en ase-
gurar la mayor competencia posible, evitar intolerables concentraciones multimedia y asegu-
rar la proteccién de determinados bienes juridicos.

Abstract

Updating TV legislation cannot be delayed any more. It must be overcome the actually nor-
mative puzzle, not compatible with a consistency application of laws. Broadcasting cannot be
considered as a public service, which the State just can grant to a few operators following dis-
cretionary beauty contests. Thanks to technological development, there is no substantial diffe-
rence today between broadcasting and the press. Freedom of broadcasting must be recogni-
sed with no other but technical restrictions. State role is not offering a mix of entertainment and
information. lts duty is much more to rule scarce resources, to foster so much competition as
possible, to fight against unduly multimedia concentration and against anticompetitive beha-
viour and to safeguard certain values involved in the activity, specially protecting minors.
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La televisién, un medio plural. El progreso tecnolégico, econdémico y social ha permitido un de-
sarrollo extraordinario de la televisién. Hemos pasado de un medio reducido a uno o dos ope-
radores a la situacién actual, caracterizada por el pluralismo, tanto territorial (nacional, auto-
némico y local), como en las vias de transmisién (ondas hertzianas, satélite y cable).

Ademds, la digitalizacién -que serd obligatoria para todas las televisiones en 2010, con el llo-
mado "apagén analégico"- incrementard las posibilidades de transmisién del medio. Con ello, no sélo
se conseguird un mejor aprovechamiento del espectro radioeléctrico, sino también la convergencia tec-
noldgica. Las infraestructuras de transporte dejan de estar vinculadas a la prestacién de servicios con-
cretos y pasan a tener carécter polivalente. Como muestra, han comenzocfz) ya a comercializarse ser-
vicios de televisidn y video bajo demanda a través de la linea telefénica, e incluso, de la red eléctrica
(PLC). La convergencia tecnolégica, presumiblemente, conducird también a la convergencia empresa-
rial, que llevaré a las empresas a la prestacion de mdltiples servicios electrénicos.

En este contexto, lo importante es que no existan severas barreras de entrada al mercado, lo
que garantiza que, llegado el momento, puedan aparecer nuevos operadores que satisfagan las
necesidades de los ciudadanos o consumidores.

Inadecuacién de la normativa vigente. El problema es que nuestra legislacién no refleja la si-
tuacién actual del medio, cada vez mds préximo a la prensa escrita. En gran medida, las nor-
mas responden adn al modelo tradicional de televisién, caracterizado por las restricciones tec-
nolégicas, el servicio publico y la falta de competencia.

A ello se afiade que —desde los afios ochenta- la legislacién se ha ido formando y reforman-
do al hilo de la sucesiva introduccién de nuevas modalidades de transmisién. En la actualidad, la
normativa que regula el sector es una de las que presentan mayor complejidad, dispersién e ines-
tabilidad y, por ello, mayor inseguridad juridica. El incumplimiento de la normativa no ha sido, ade-
mds, una prdctica infrecuente.

Por todo ello -desde hace afios-, se reclama la aprobacién de una ley audiovisual, que esto-
blezca una regulacién general de la televisién. Adicionalmente, el Estado ?;vorece la autorregula-
cién del sector. Es éste un inferesante mecanismo a través del cual los operadores se comprometen
al adecuado ejercicio de su libertad, especialmente, en aspectos en los que los limites son dificiles
de trazar, como las exigencias de calidad en la programacién o la proteccién de la infancia y ju-
ventud. Ahora bien, la autorregulacién puede desempefiar un pcpercomplementcrio del sistema,
pero no sustituir a la regulacién publica.

Servicio piblico. Desde sus origenes hasta nuestros dias, la televisién se ha configurado como
un servicio pUblico (estatal). Asi resulta de las normas que regulan sus distintas modalidades de
transmision:
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Lley 4/1980, de 10.1, que aprueba el Estatuto de la Radio y la Television (ERTV);

Ley 46/1983, de 26.12, reguladora del Tercer Canal de Televisién (LTerC);

Ley 10/1988, de 3.5, de “Televisién Privada” (LTPri);

Lley 41/1995, de 22.12, de Televisién Local por Ondas Hertzianas (LTLoc);

ley 42/1995, de 22.12, de Telecomunicaciones por Cable (LTCa), derogada por la Lley
11/1998, de 24.4, General de Telecomunicaciones (LGTel), salvo en relacién con el régimen
bésico de radio y felevision (art. 1, parrafo 2°, LGTel); y derogada definitivamente por la Ley
23/2003, General de Telecomunicaciones (LGTel), sin perjuicio de lo establecido en sus dispo-
siciones fransitorias.

Disposicién adicional 44° de la Ley 66/1997, de 30.12, de Medidas Fiscales, Administrativas
y del Orden Social (LMedFAS), que regula la televisién digital terrenal.

Como excepcién, hay dos modalidades de televisién que han sido liberalizadas: la televisién por
satélite y por cable:

La Ley 37/1995, de 12.12, de Telecomunicaciones por Satélite —después derogada por la LG-
Tel 1998- liberalizé la actividad.

La LGTel 2003 despublifica los servicios de difusién por cable, si bien prevé una moratoria —en
principio- hasta el 31.12.2009 para el otorgamiento de nuevas autorizaciones (disposicion
transitoria 10°, in fine).

La expresién servicio pdblico es multivoca, por lo que puede inducir a confusién. Sin embar-
go, en relacién con la televisién, el servicio pdblico —indudoElemente- significa la titularidad publi-
ca de la actividad, su reserva a los Poderes publicos (art. 128.2 CE) (Laguna). La llamada televi-
sién privada consiste, pues, en la gestidén indirecta del servicio piblico, previa concesién
administrativa. En realidad, es también televisién piblica (Mufioz Machado).

Su admisién por el Tribunal Constitucional. En el momento en cLue fue planteado el tema, el TC
admitié la constitucionalidad del servicio publico de televisién, bien que con una jurisprudencia
cada vez més matizada:

- El derecho a difundir las ideas y opiniones, en principio, comprende también el derecho a cre-
ar los medios materiales necesarios para su difusién (STC 12/1982, de 31.3, FJ 39).

- La intensidad de proteccién de los derechos primarios -directamente garantizados por el art. 20
CE-, no puede equipararse a la de los meramente instrumentales. Estos Gltimos, en atencién a
su escasez técnica y natural, pueden ser limitados por el legislador, a fin de procurar su armo-
nizacién con otros derechos concurrentes, siempre que no se restrinja su contenido esencial

(STC 206/1990, de 13.12, FJ &9).

- La televisién privada no es una exigencia necesaria del art. 20 CE -tampoco a nivel local
(STC 206/1990, FJ 6°-, sino que su implantacién es fruto de una decisién politica (STC
12/1982, FJ 6°).
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Al organizar la televisién privada, el legislador debe velar por el respeto a los principios de li-
bertad, igualdad y pluralismo. El monopolio privado de los medios de comunicacién social, con
los riesgos que comporta, no seria menos odioso que el monopolio piblico (STC 127/1994,

de 5.5, F) 6°C).

Las particulares condiciones de la televisién (STC 206/1990, FJ 6°), unido a la trascendencia
y los valores de relevancia piblica implicados en el medio, hacen que su declaracién como ser-
vicio publico -aunque no sea una afirmacién necesaria-, si es una opcién constitucionalmente le-

gitima (STC 12/1982, FFJJ 4°y 6°;, STC 206/1990, FJ 6°).

Con todo, el servicio publico no permite cualquier regulacién de la televisién (STC 206/1990,
FJ 6°). Este régimen debe garantizar el pluralismo y no puede imponer mds restricciones a las
libertades de expresién e informacién que las estrictamente necesarias y proporcionadas, siem-
pre que ademds se justifiquen de manera convincente (STC 127/1994, FJ 6°B).

A comienzos de los noventa, el Tribunal advirtié que los cambios en los condicionamientos téc-
nicos y en los propios valores sociales podian justificar una revisién de los limites de la publi-
catio. Las razones que justifican la configuracién de la television a nivel nacional como un ser-
vicio pulblico no necesariamente son ftrasladables a la television local por cable (STC
189/1991, de 3.10, FJ 3°). La falta de regulacién de esta modalidad de televisién, sobre la
que no pesan los condicionamientos técnicos que actian a nivel nacional -al carecer de justifi-
cacién objetiva y razonable-, resultaba lesiva para las libertades constitucionales de expresién
e informacién (art. 20 CE). Ante esta situacién, el Tribunal otorgé amparo a la televisién local
por cable, aunque sin modificar su postura en relacién con la configuracién de la televisién co-
mo servicio pUblico (STC 31/1994, de 31.1, FFJJ 6°y 7°). En cambio, negé el amparo respecto
de la televisién local por ondas hertzianas, argumentando que las limitaciones técnicas cfgl es-
pacio radioeléctrico hacen indispensable una regulacién del medio.

Su inadecuacién. Un sector de la doctrina ha defendido la constitucionalidad del servicio po-
blico de televisién (De La Quadra; Chinchilla), mientras que otro sector lo ha considerado siem-
pre incompatible con las libertades que sustentan la actividad (Gonzdlez Navarro; Arifio).

En cualquier caso, en la actualidad, el servicio piblico de television no parece justificado. El de-
sarrollo tecnolégico hace cada vez més dificil sostener un régimen juridico "excesivo e innecesario" (Fer-
ndndez Farreres), que puede ser un instrumento de poder politico (Meilan) y que resulta restrictivo pa-
ra la libertad de television. A este respecto, deben tomarse en cuenta las siguientes razones:

En el servicio piblico sobresalen las intensas facultades de direccién de la actividad con que
cuenta la Administracién. La libertad tiene un carécter, hasta cierto punto, secundario en la 16-
gica institucional del servicio piblico, cuya razdn de ser -antes que nada- es garantizar con me-
dios pdblicos la prestacién de una actividad esencial al conjunto de los ciuc?odonos (Martinez
Lépez-Muiiiz).
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En el servicio pdblico se sustituye la iniciativa privada por la prudencia del gobernante, que tien-
de a planificar el sector y restringir la libre competencia sobre la base de célculos aprioristicos
del nimero de empresas que puede asumir el mercado (Laguna).

En nuestros dias, parece dificil negar la posibilidad de alcanzar un pluralismo real en la oferta
televisiva, en sus distintas modalidades. Ademds, la eventual existencia de limitaciones técnicas
no es una peticién de principio para la publificacién de la actividad, sino que sélo requiere una
adecuada ordenacién normativa, que garantice la adecuada seleccién del beneficiario y, en su
caso, la imposicién de cargas de interés general.

La televisién, una actividad privada de interés general (Laguna). Debe reconocerse el derecho
de los particulares a crear y gestionar empresas de televisidn, sin otras restricciones que las dis-
ponibilidades técnicas existentes. Esto no significa que la televisién no deba estar sujeta a una
adecuada ordenacién normativa. Si es necesario, en garantia del interés general, la legislacién
puede prever la imposicién de obligaciones singulares a las empresas (cobertura universal, as-
pectos concretos de la programacién), que habrian de ser econémicamente compensadas.

Discusién. Durante décadas, las televisiones piblicas han disfrutado de una situacién de mono-
polio, que ha hecho de ellas una realidad empresarial, social, cultural y politica muy consoli-
dada. Sin embargo, la entrada de la televisidn privada ha puesto en cuestion la legitimacién de
la televisién publica. De hecho, en los Gltimos afos, no ha dejado de discutirse su programa-
cién, organizacién y financiacién.

No debe pensarse que es éste un problema que afecta especificamente a Espafia, sino que es
comin a la mayoria de paises europeos. La crisis ha llegado incﬁso a la mitica BBC, que se enfrenta
a la renovacién de su estatuto en 2006. No hay que olvidar que el informe Peacock (1986) —de nue-
va actualidad- sostenia que los contenidos de servicio piblico no cubiertos por el mercado no necesa-
riamente debian ser prestados por la BBC. También los operadores privados podian recibir fondos po-
blicos por atender contenidos de interés general. El titulo cre un reciente informe del Institute of Economic
Affairs es bien significativo al respecto: “Public Service Broadcasting without the BBC2" (2004).

No es un componente necesario del sistema. La existencia de la televisién piblica no estd go-
rantizada. El art. 20.3 CE no exige el mantenimiento de medios de comunicacién social pibli-
cos (STC 86/1982, de 23.12, FJ 4°, con voto contrario de Diez de Velasco), sino que Unica-
mente frata de garantizar que la organizacién, gestién y control de los que en cada momento
dependan de los entes pOl:jicos se ajuste a determinados criterios (en contra, De La Quadral).

La televisién piblica -como cualquier ofra intervencién administrativa- requiere una justifica-
cién suficiente. A diferencia de la privada, que es expresién directa de la libre iniciativa de los ciu-
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dadanos, la television publica sélo esté legitimada en la medida en que persiga el interés general,
con medios exigidos, razonables y proporcionados (Laguna).

En consecuencia, el Estado, CCAA y entidades locales deben definir de forma precisa las fun-
ciones de interés general que se encomiendan a la televisién piblica: programacién, contenidos,
cobertura territorial, exigencias técnicas, efc. La promocién de la lengua verndcula y de la propia
cultura justifica la creacién de una televisién pdblica regional, sélo si —en el contexto concreto- se
considera una medida necesaria, adecuada y proporcionada.

Por otra parte, hay que aceptar que, en principio, la televisién privada es capaz de so-
tisfacer todas las exigencias de interés general vinculadas al desarrollo de esta actividad, co-
mo sucede en la mayor parte de los sectores, sujetos a la libre iniciativa. El desarrollo tecnolé-
gico permite ademds combinar la programacién generalista con canales minoritarios, que
pueden llegar a todos los nichos del mercado. Cuestidn distinta es si el panorama televisivo ac-
tual responde o no a dichas exigencias. En ofros términos, si sigue justificada la existencia de
la televisidon publica.

Funcién complementaria. El sector estd sometido a un dinamismo constante, por lo que nadie
puede decir si -a medio plazo- la televisién publica tendrd o no cabida. Mientras tanto, el art.
5.1 ERTV define la funcién de servicio piblico que se encomienda a los servicios gestionados
por el Ente Piblico RTVE.

En el contexto actual, la televisién piblica puede desempefiar una funcién complementaria
del sistema, que atienda los aspectos no satisfechos por las cadenas comerciales. Esto no signi-
fica que deba limitarse a la exclusiva cobertura de los programas no cubiertos por la privada,
lo que la convertiria en una televisién de minorias. Nada se opone, pues, a que se configure co-
mo una televisién generalista, con vocacién de llegar a un espectro significativo de la poblacién.
Ahora bien, sus espacios han de marcar la diferencia en la atencién prioritaria a la inFormocién,
la educacién y la cultura (regional, en el caso de las televisiones autonémicas). Ha de promover
la produccién de programas que reflejen la realidad histérica y actual de nuestro pais, el deba-
te intelectual, social y politico, o la atencién al mercado de habla hispana. Sus emisiones cine-
matogréficas o sus programas de entretenimiento no deben incluir productos que resulten ofen-
sivos para la sensibilidad del espectador medio.

Esta posicién es ademés compartida por los demds paises europeos, en los que la televisién
pUblica sigue teniendo gran importancia. En su favor se han manifestado no sélo el Consejo de Eu-
ropa, sino también la Unién Europea, que admite que el sistema de radiodifusién piblica “esté di-
rectamente relacionado con las necesidades democrdticas, sociales y culturales de cada sociedad
y con la necesidad de preservar el pluralismo de los medios de comunicacién” (Tratado de Ams-
terdam).

Debe notarse la ambigiedad de este Protocolo, ya que, mientras que en la ribrica y en el
considerando alude al "sistema de radiodifusién pﬂblico",qlo que parece remitir a los entes pUbli-
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cos de televisién, después se refiere al "servicio piblico de radiodifusién" y a la "funcién de servi-
cio plblico", lo que parece apuntar a una delimitacién obijetiva del servicio, en la que también po-
drian entrar las empresas privadas. En cualquier caso, el Derecho comunitario no impone un mo-
delo, sino que deja a los Estados un amplio margen para la articulacién de un sistema de televisién
que responda a las exigencias de interés general.

Por supuesto, no se trata sélo de definir las funciones de la televisidén piblica sobre el papel.
Es una experiencia compartida en la mayor parte de paises europeos que la televisién piblica se
ha visto arrastrada a una programacién puramente comercial, en un intento de mantener las ma-
rorerocl:ugtcs de audiencia posible. Con ello, pierde su legitimidad —e incluso- se sitia fuera de la
egalidad.

Organizacién. El art. 20.3 CE encomienda a la ley la regulacién de la organizacién y control
parlamentario de los medios de comunicacién social dependientes del Estado, o de cualquier
otro ente pdblico, asi como la garantia del acceso a dichos medios por parte de los grupos so-
ciales y politicos, respetando e? pluralismo de la sociedad y de las cﬁstintos lenguas espafiolas.

La Ley define el régimen juridico del Ente piblico RTVE, incorporando solo alguna de las ca-
racteristicas propias de las Administraciones independientes (Esteve Pardo):

Su Consejo de Administracién se compone de doce miembros, elegidos para cada Legislatura
Ja mitad por el Congreso y la mitad por el Senado, mediante mayoria de dos tercios-, entre per-
sonas de relevantes méritos profesionales (art. 7.1 ERTV).

El Director General es nombrado por el Gobierno, oido el Consejo de Administracién (art. 10.1
ERTV).

La gestién mercantil corre a cargo de TVE (art. 17.2 ERTV), cuyo capital social ha de ser inte-
gramente estatal (art. 18 ERTV).

Se prevé una Comisién Parlamentaria del Congreso para el control de la actuacién de las so-
ciedades gestoras (art. 26 ERTV).

Las CCAA tienen una limitada participacién en RTVE, a través del Consejo Asesor de TVE (art.
9.1.d ERTV) y de los Delegados territoriales de RTVE en cada CA, asistidos por un Consejo Ase-
sor, nombrado por el Gobierno regional (art. 14.2 ERTV; STC 258/1988, de 22.12).

Este modelo de organizacién ha cosechado abundantes criticas. Se reclaman reformas or-
ganizativas encaminadas a conseguir un mayor control social en la programacién, el extrafiamiento
de cualquier influencia partidista y la preservacién de la competencia. No hay nada que obijetar a
este propésito. Con todo, hay que advertir del riesgo de que las reformas resulten puramente cos-
méticas. Asi, por ejemplo, se pide un cambio en la eleccién del Director General de RTVE, que -se
dice- deberia ser elegido por una mayoria cualificada de las Camaras. Sin embargo, las amplias
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mayorias parlamentarias no necesariamente son garantia de independencia, como lo prueba el fun-
cionamiento del actual Consejo de Administracion de RTVE.

Justificacién. Como hemos advertido, la legitimacién de las televisiones autonémicas ha de con-
trolarse con el mismo nivel de exigencia que la televisién estatal. La promocién de la lengua ver-
ndcula y de la propia cultura justifica la creacién de una televisién piblica regional, sélo si —en
el contexto concreto- se considera una medida necesaria, adecuada y proporcionada. Desde
estos presupuestos, la alternativa para algunas televisiones piblicas quizé fuera la privatiza-
cién.

Gestién indirecta del servicio pdblico estatal de televisién. La Constitucién reserva al Estado la
competencia para fijar las reglas bdsicas del modelo televisivo (art. 149.1.27° CE), cualquiera
que sea el nivel territorial en el que se desarrolle la actividad. Esto permite abordar la regula-
cién del sector de manera unitaria.

La normativa vigente califica la television como servicio pdblico de titularidad estatal (art. 1.2
ERTV). En este contexto -previa autorizacién por Ley-, el Gobierno podré conceder a las CCAA “la
gestién directa de un canal de televisién de titularidad estatal que se cree especificamente para el
dmbito territorial de cada Comunidad Auténoma” (art. 2.2 ERTV). Con ello, puede entenderse que
el Estado se excede de sus competencias, sin perjuicio de que la Ley del tercer canal permita cﬂos
CCAA una gestidn independiente de la television, sin interferencia alguna en su gobierno y pro-
gramacion.

Ley del Tercer Canal. El Estado aprobé la Ley 46/1983, de 26.12, reguladora del Tercer Co-
nal de Televisién (LTerC), que contempla la gestién autondmica, en régimen de concesién admi-
nistrativa, del “tercer canal de televisidn de titularidad estatal” (art. 1):

La disposicién adicional 1° de la Ley 22/1999 previé después la concesién de un méximo de
dos canales, en funcién de las disponibilidades del espectro radioeléctrico.

Las CCAA no pueden, pues, decidir por si mismas la organizacién de una televisién autonémi-
ca, sino que han de solicitar al Gobierno de la Nacién la concesién del tercer canal (disposi-
cién adicional 6° TerC).

El modelo que disefia la LTerC es de televisién pdblica, en régimen de gestién directa, lo que
excluye la prestacién del servicio a través de empresas privadas (Ferndndez Farreres).

En cumplimiento del art. 20.3 CE, la CA deberd previamente regular mediante Ley la orga-
nizacién y control parlamentario del tercer canal, de acuerdo con las previsiones del ERTV (art. 7
[TerC). La mayor parte de las CCAA han procedido a la regulacién de los correspondientes entes
de gestién:
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Ley vasca 5/1982, de 20.5, de creacién del Ente Piblico Radio Televisién Vasca;

Ley catalana 10/1983, de 30.5, de creacién del Ente Piblico Corporacién Catalana de Radio
y Televisién y regulacién de los servicios de radiodifusién y televisién de la Generalidad de Co-
talufia;

Ley madrilefia 13/1984, de 30.5, de creacién, organizacién y control parlamentario del Enfe
Publico Radio Televisién Madrid;

Ley gallega 9/1984, de 11.7, de creacién de la Compaiia de Radio-Televisién de Galicia;
Ley canaria 8/1984, de 11.12, de radiodifusién y televisién de la CA de Canarias;

Ley balear 7/1985, de 22.5, de creacién de la Compaiia de Radio y Televisién de las Islas
Baleares;

Ley valenciana 7/1985, de 4.7, de creacién de la Entidad Piblica de RTVV y regulacién de los
servicios de radiodifusién y televisién de la Generalidad Valenciana;

Ley navarra 16/1985, de 27.9, de creacién, organizacién y control parlamentario del Ente Po-
blico Radio-Televisién Navarra;

Ley aragonesa 8/1987, de 15.3, de creacién organizacién y control parlamentario de la Cor-
poracién Aragonesa de Radio y Televisién;

Ley andaluza 8/1987, de 9.12, de creacién de la empresa publica de la Radio y Televisién de
Andalucia y regulacién de los servicios de radiodifusién y televisién gestionados por la Junta de
Andalucia;

Ley murciana 7/1994, de 17.11, por la que se extingue Radio Televisién Murciana y se regu-
la el servicio publico de Radiodifusién de la Regidén de Murcia, su organizacién y control par-
lamentario;

Ley castellano-manchega 3/2000, de creacién del Ente Piblico de Radio-Televisién de la CA.

Las entidades de televisién autondmicas han reproducido la organizacién estatal (Ferndndez
Farreres).

La orc?onizocién, ejecucién y emisién del tercer canal corresponde, directa e integramente, a
la sociedad anénima que a tal efecto se constituya en cada CA (art. 6, pdrrafo 2° LTerC), cuyo co-
pital ha de estar suscrito en su totalidad por ésta (art. 9 LTerC).

Ademds de la CA vasca, que comenzé sus emisiones de televisién sin habilitacién estatal-,
han obtenido la correspondiente concesién estatal las siguientes CCAA:
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Catalufia: Real Decreto 2296/1984, de 26.12;
Galicia: Real Decreto 915/1985, de 25.5;
Valencia: Real Decreto 320/1988, de 8.4;
Andalucia: Real Decreto 321/1988, de 8.4;
Madrid: Real Decreto 532/1988, de 20.5;
Canarias: Real Decreto 2887/1998, de 23.12.
Castilla-La Mancha: Real Decreto 1484/2001, de 27.12;
Extremadura: Real Decreto 437/2004, de 12.3;
Islas Baleares: Real Decreto 438/2004, de 12.3;
Asturias: Real Decreto 1319/2004, de 28.5.
Aragén: Real Decreto 1890/2004, de 10.9.

Gestién autondémica. La LTerC simplemente impone algunas reglas para salvaguardar el interés
general:

Declaraciones o comunicados oficiales de interés publico (art. 13 LTerC).

Periodos electorales (art. 14 LTerC).

Adquisicién coordinada de programas en el exterior (art. 15 LTerC);

Prohibicién de emisiones en exclusividad en el dmbito territorial de la CA (art. 16 LTerC).

El aspecto de mayor rigidez de la normativa vigente lo constituye la c:j)cién por la gestién pu-
blica, que impide a las CCAA optar por un modelo de gestidn indirecta del servicio, a través de
un concesionario privado.

No obstante, dentro de estos limites, la normativa deja un amplio margen a las CCAA:

Pueden gestionar auténomamente el canal de televisién, sin interferencia alguna del Estado en
relacién con el contenido y la programacién.

La concesién incluye una amplia habilitacién para la realizacién de actividades conexas (art.
10 LTerC): produccién y comercializacién de programas, actividades patrimoniales, financieras
o comerciales.

La Ley permite una amplia colaboracién entre los organismos piblicos de televisién: conexiones
entre las diferentes cadenas; recepcién de los servicios internacionales de noticias y transmi-
siones; intercambio de programas y servicios (art. 12 LTerC); emisién de programas propios en
el dmbito geogréfico de otras televisiones autonémicas (disposicién adicional 7° LterC). Fruto de
estos convenios es la agrupacién de las televisiones autonémicas en la FORTA.
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Inicialmente, la infraestructura técnica para la distribucién del tercer canal era de titularidad
estatal (art. 2 LTerC), por lo que la CA debia satisfacer un canon anual por la utilizacién de la red
(art. 4 LTerC). Sin embargo, la liberalizacién posterior permitié a las CCAA instalar sus propias in-
fraestructuras.

Televisién digital. La disposicién adicional 44°.4 de la Ley 66/1997, de 30.12 (LMedFAS)
encomienda a las CCAA el otorgamiento de las concesiones de televisién digital terrenal -
de dmbito autonémico (o local)-, con sometimiento a los planes técnicos y reglamentos de
prestacién del servicio aprobados por el Estado. Dentro de un canal mdltiple digital auto-
némico se reservan dos programaciones a las entidades concesionarias del tercer canal (dis-
posicién adicional 19, 3).

Las entidades pdblicas autonémicas que dispongan de una concesién para explotar el servi-
cio de televisién de dmbito autondémico con tecnologia analégica (LTerC), y que se encuentren ha-
bilitadas para prestar el servicio de televisién con tecnologia digital, deberdn iniciar las emisiones
digitales antes del 1.1.2005, utilizando los programas reservados al efecto en el Plan Técnico Na-
cional de la Televisién Digital Terrenal (disposicién adicional 4°.1 RD 439/2004). Dichos progra-
mas deberdn alcanzar una cobertura del 50% de la poblacién de su dmbito territorial a los seis
meses del inicio de emisiones, del 80% a los dos afios y del 95% antes del 31.12.2011 (disposi-
cién adicional 4°.2 RD 439/2004).

Satélite. Algunas CCAA han desarrollado también servicios de televisién por satélite. La limita-
cién que afecta a la televisién autonémica de no poder exceder del territorio de la CA (arts. 2.2
ERTV y 1 LTerC) se constrifie a los servicios de difusién terrena por ondas hertzianas (disposi-
cién adicional é° LTSa), pero no afecta a las emisiones via satélite.

Panorama actual. Desde el comienzo, la televisién local se ha caracterizado por un desarrollo
tan vital —existen casi 900 televisiones locales-, como andrquico e ilegal. Durante afios, el le-
gislador estatal omitié una regulacién general del medio, lo que no impidié que éste se desa-
rrollara al margen de la legalidad. La ley 41/1995, de 22.12, de Televisién Local por Ondas
Hertzianas (LTLoc), vino a dotar de una regulacién general al sector, previendo vias para la le-
galizacién de las empresas que estuvieran operando en el momento de su entrada en vigor (dis-

osicién transitoria 1°). Con todo, es de esperar que la ordenacién definitiva del medio tengo
ﬁjgar con ocasién de la préxima implantacién deic televisién digital.

Competencias. La Ley reconoce a las CCAA facultades de desarrollo legislativo de la normati-
va estatal (art. 2, in fine LTloc). No obstante, las posibilidades reales que tienen las CCAA de
incidir en el modelo son escasas. Sus atribuciones, sobre todo, son de ejecucién:
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Control de la formacién de cadenas y emisién en cadena de televisiones locales dentro de la
misma CA (art. 7.4 y 5 [Tloc).

Establecimiento de limites a la publicidad (art. 8.1 LTLoc).
Otorgamiento de concesiones (art. 9 LTloc).
Potestad sancionadora (arts. 16 y 17 LTLoc).

El Plan Técnico Nacional de Televisién Digital Local ha de reservar canales mdltiples, con co-
pacidad para la difusién -al menos- de cuatro programas de televisién digital, para atender las ne-
cesidades de cada una de las capitales de provincia y de cada uno de los municipios con més de
100.000 habitantes, si la capacidad del espectro lo permite (art. 3.2 LTloc), o incluso, con menor

poblacién (art. 3.3 LTloc).

Se prevé que los municipios puedan gestionar el servicio de televisién local por ondas te-
rrestres por cualquiera de las férmulas establecidas en el art. 85.3 LrBRL (art. 5 LTloc). Las entida-
des locales podrdn crear una televisién pdblica siempre que lo consideren necesario (arts. 5y 9.1
LTLoc).

Deberia haberse reconocido a los municipios la competencia para otorgar los titulos admi-
nistrativos habilitantes para ejercer la actividad en su dmbito territorial. Esta es la solucién més con-
forme con la autonomia local, si bien no se oculta que, en muchos casos, puede resultar también
la mds problemdtica, habida cuenta de las insuficiencias de (capacidad de) gestién de buena par-
te de nuestros municipios.

En relacién con la televisién digital, la disposicién adicional 44°.4 de la Ley 66/1997, de
30.12 (LMedFAS), encomienda a las CCAA el otorgamiento de las concesiones de televisién digi-
tal terrenal -de dmbito autonémico o local-, con sometimiento a los planes técnicos y reglamentos
de prestacién del servicio aprobados por el Estado.

Con todo, el punto mds vidrioso quizé sea el de la formacién de cadenas de televisién y las
emisiones en cadena, prohibidas por la Ley (art. 7 LTLoc). A este respecto es preciso encontrar una
solucién equilibrada, dpe manera que se mantenga el carécter local de la televisidn, pero se permi-
ta la formacién de empresas con la dimensién suficiente para ofrecer una programacién de cali-

dad.

Digitalizacién. En la actualidad, la televisién local se encuentra en plena fase de reordenacién,
con ocasién de la implantacién de la televisién digital. En concreto, la Ley prevé la aprobacion
de un Plan Técnico Nacional de la Televisién Digital Local, que —a la vista de las solicitudes pre-
sentadas por las CCAA y teniendo en cuenta las frecuencias disponibles (conforme al Plan Téc-
nico Nacional de la Televisién Digital Terrenal, aprobado por Real Decreto 2169/1998, de
9.10)- determina los canales miltiples destinados a la difusién de los servicios de televisién lo-
cal, asi como sus dmbitos de cobertura (art. 3 LTLoc). Hay que tener en cuenta a este respecto
que los dmbitos de cobertura pueden también ser supramunicipales (art. 4 LTLoc). El Plan fue
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aprobado por el Real Decreto 439/2004, de 12.3 (modificado por el Real Decreto
2268/2004).

Conforme a la disposicién transitoria 2°.3 LTLoc -incorporada por la Ley 53/2002, de 30.12,
de medidas fiscales, administrativas y del orden social (LMedFAS)-, los municipios y agrupaciones
de municipios disponian de un plazo de tres meses desde la aprobacién del Plan para determinar
la modalidad de gestién directa municipal de un programa de televisién local digital, dentro del cao-
nal méltiple correspondiente. Finalizado dicho periodo, las CCAA disponian de otro plazo de cin-
co meses para convocar los concursos relativos a la explotacién en gestidn indirecta de los restan-
tes programas de televisién local y para adjudicar las concesiones. Estos plazos han sido ampliados
por el RD 2268/2004 hasta el 4.8.2005, momento en que las CCAA han de concluir la adjudi-

cacién de las concesiones.

Por otra parte, el RD 2268/2004 posterga la fecha del apagén analégico. La disposicidn
transitoria 2°.5 LTLoc —en su redaccién dada por la Ley 62/2003, de 30.12, LMedFAS- permiti6 a
los adjudicatarios realizar emisiones analégicas durante un plazo de dos afos, contados a partir
del 1.1.2004. Ante las dificultades para su implantacién efectiva, se amplia en dos afos més la
posibilidad de que los adjudicatarios de concesiones de televisién digital local emitan con tecno-
logia analégica.

Hertziana. La LTPri previé tres concesiones para la gestién indirecta del servicio, renovadas en el
afio 2000. En la actualidad, se discute la posibilidad de incrementar el nimero de concesiones. Con
todo, el cambio vendré dado por la infroduccién de la televisién digital. La normativa contempla la
transicién progresiva del sistema analégico al digital, fras una primera fase en la que los actuales
operadores simultaneardn la emisién de ambos tipos de sefiales (disposicién adicional 44° LMed-
FAS). En el momento en que cesen las emisiones analégicas, se reconoce a las empresas privadas
el derecho a explotar un canal mdltiple, siempre que exista una mayor concurrencia en el mercado
nacional, entendiendo por tal la existencia de al menos una nueva concesionaria de cobertura es-
tatal. Por ofra parte, se prevé el otorgamiento de tantas concesiones como resulten técnicamente po-
sibles, “segun la disponibilidad del espectro radioceléctrico” y con arreglo a los planes técnicos apro-

bados por el Gobierno (disposicién adicional 44°.4 LMedFAS).

Cable. Hasta fechas recientes, la televisién por cable se ha configurado como un servicio po-
blico, prestado en régimen de gestién indirecta, mediante concesién administrativa (art 3 LTCa).
La prestacion del servicio se organizaba sobre la base de circunscripciones de dmbito bésica-
mente local y, en algunos casos, regional (entre 50.000 y 2 mill. de habitantes) (art. 2 LTCa).
El plazo inicial de la concesién era de hasta veinticinco anos -determinado en funcién de las in-
versiones necesarias para la prestacién de los servicios (art 17 RTCa)-, aunque renovable por
periodos sucesivos de cinco afios (art 6.5 LTCaq).

DOXA N°3



DOXA N°3

TELEVISION:NUEVOS TIEMPOS, NUEVAS NORMAS...

Jose Carlos Laguna de Paz

La LGTel 2003 —que deroga la LTCa- incluye una disposicién transitoria 10% en la que se pre-
vé la inmediata transformacién por la CMT de los titulos habilitantes otorgados para los servicios
de difusién de radio y televisién por cable en las correspondientes autorizaciones administrativas.
Con todo, la Ley prevé una moratoria general hasta el 31.12.2009 para el otorgamiento de nue-
vas autorizaciones para la prestacién de servicios de difusién por cable (excepto en circunscrip-
ciones con concursos desiertos), salvo que el Gobierno a partir del 31.12.2005 -previo dictamen
de la CMT- considere conveniente la modificacién de dicho término. El otorgamiento de las autori-
zaciones se realizard conforme a lo que se establezca por reglamento, en el que se establecerdn
las condiciones de prestacién del servicio.

Satélite. La televisién por satélite fue despublificada por la LTSa de 1995, que liberalizé las te-
lecomunicaciones por satélite, incluidos los servicios de televisidn.

Libertad de empresa y libertades informativas. Una vez que se proceda a la despublificacién
del sector, las empresas privadas de televisién habrdn de ser consideradas operadores comer-
ciales, que desarrollan una actividad en régimen de libertad de empresa.

Una cuestién delicada es si las empresas privadas de television deben estar sujetas a las mis-
mas reglas que los entes piblicos. A este respecto, debe tenerse en cuenta que estos Gltimos sélo
se ]ustiﬁcon en la medida en que cumplan las finalidades que normativamente tienen encomenda-
das (art. 103.1 CE), lo que les empuja a orientar positivamente su programacién en funcién de di-
chos objetivos. En cambio, las empresas privadas, sencillamente, ejercitan su libertad de empresa
(art. 38 CE), en el desarrollo de una actividad econémica, con componentes informativos, cultura-
les y, sobre todo, de entretenimiento. No parece, por tanto, que la normativa deba compeler con
la misma intensidad a unas y otras en aspectos como el respeto al pluralismo o la oferta de una
programacién con componentes de inferés general.

Esto no es obstdculo para la existencia de una serie de principios, ligados a las libertades de
expresién e informacién (art. 20 CE), que constituyen limites generales para el ejercicio de la acti-
vici)ad y que —en cuanto tales- vinculan a las empresas de televisidn, piblicas y privadas. En este
sentido, los arts. 3 y 4 ERTV recogen una serie de reglas que parecen inescindibles de la actividad
de radio y televisién. Esto no significa que cada medio no pueda tener su propia "tendencia", al-
go que -por lo demds- resulta inevitable. Se trata de asegurar que los medios de comunicacién
ofrezcan una visién equilibrada de la realidad, que responda a los deberes de diligencia perio-
distica, y no se conviertan en meros vehiculos de propaganda, con informaciones tendenciosas o
atentatorias a los valores sobre los que se asienta Fa convivencia colectiva.

Justificacién. El Protocolo anejo al TCE (Amsterdam) garantiza la facultad de los Estados de fi-
nanciar el servicio piblico de radiodifusién, eligiendo el sistema que entiendan mds adecuado,
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incluida la combinacién de subvenciones piblicas e ingresos comerciales. Este es el modelo que
siguen las televisiones publicas en Espafia.

Ahora bien, este sistema de financiacién sélo se justifica en la medida en que la television
pUblica desarrolle una programacién de servicio piblico. Debe tenerse en cuenta que la financia-
cién estatal -cualquiera que sea la forma que adopte (canon, subvencién, condonacién de deuda,
avales del Estado)- normalmente constituye una ayuda estatal (art. 87 TCE). Las ayudas estatales s6-
lo son admisibles en la medida en que vengan a compensar las cargas que resulten de una pro-
gramacién de interés general, ya que —en otro caso- falsearian la competencia.

Los Estados deben, pues, definir con precisién las tareas de interés general que encomiendan
a las entidades publicas de televisién (art. 86.2 TCE). Un aspecto clave a este respecto es que la
Comisién admite que las televisiones puiblicas pueden desarrollar programaciones genercﬂistas,
orientadas a la consecucién de amplios niveles de audiencia, siempre bajo el prisma de la calidad.

Sin embargo, desde esta perspectiva, no parece fécil —como también exige la Comisién- la
distincién de los dos tipos de negocio, comerciales y de servicio pUblico, que pueden llevar a ca-
bo las televisiones piblicas, seguida de la separacién de cuentas y la contabilidad analitica. En re-
alidad, todos los programas han de cubrir las exigencias de calidad que justifican la existencia de
la televisién piblica, por lo que —inevitablemente- el sistema de financiacién debe referirse al con-
junto de la programacién. Agemés, la calificacién de servicio piblico puede depender también de
ofros factores, como la cobertura universal o el cardcter abierto de las emisiones.

Frente a ello, el control juridico —aunque posible- resulta inseguro, ya que ha de basarse en
criterios valorativos apoyados en las distintas realidades nacionales. Por ofra parte, la Comisién re-
conoce que su papel no es controlar la oportunidad, contenido o calidad de los programas. Esto
es algo que han de hacer los Estados, a través de mecanismos suficientemente garantes. La Comi-
sién se limita a sancionar "los errores manifiestos" en la definicién de las tareas de interés general,
cuando razonablemente no pueda considerarse que satisfacen necesidades democrdticas, sociales
y culturales de una sociedocﬁ

En definitiva, el Derecho comunitario permite realizar un control efectivo de las ayudas esta-
tales, en defensa de la igualdad de trato y la libre competencia. Sin embargo —en materia de tele-
visién piblica-, hay una responsabilidad politica y social ineludible que corresponde a cada Esta-
do miembro.

Modelos de financiacién. En Europa, los modelos de financiacién son diversos, si bien predo-
mina la financiacién publica. Esta se entiende necesaria para desarrollar sus funciones de ser-
vicio publico. Justamente por ello se rechaza que la televisién pueda financiarse con un régimen
de libre suscripcién —como sugiere Peacock para la BBC-, lo que crearia una vinculacién direc-
ta entre el organismo y los consumidores.
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Aceptada la financiacién pdblica, bésicamente pueden considerarse dos alternativas:

Financiacién enteramente piblica. El establecimiento de un canon de televisién a pagar pe-
riédicamente por los ciudadanos —comidn en el contexto europeo- parece desaconsejado:
conlleva dificultades recaudatorias; en general, sufre un progresivo Jzeterioro, debido al cos-
te politico que supone la necesidad de su permanente actualizacién; y no tendria sentido en
el momento actual, en el que la televisién publica practicamente entra en el cien por cien de
los hogares. En consecuencia, la financiacién deberia proceder directamente de los presu-
puestos publicos.

Entre las ventajas de este sistema: permitiria llevar a cabo una programacién de interés ge-
neral; reservaria el mercado publicitario a las empresas privadas, lo que podria permitir un mayor
luralismo. Entre los inconvenientes: los ciudadanos tendrian que pagar un precio mayor por la te-
Eavisién poblica; tiene menos sentido si se generaliza la televisién de pago, no tan depencﬁenfe del
mercado publicitario.

Financiacién mixta, que combinase recursos publicos con (limitados) ingresos comerciales. Este
es un sislema muy comin en el contexto europeo. Los ingresos comerciales se justificarian en la
vertiente generalista que atiende la televisién pdblica.

En cualquier caso, la definicién de un sistema de financiacién adecuado ha de ir acompao-
fiada de otras dos medidas. En primer lugar, hay que dar una solucién definitiva a la deuda histé-
rica del ente, lo que pasa por su asuncién por el Estado. En segundo lugar, hay que disefiar una
estructura empresarial adecuada a los cometidos que la televisién publica tiene encomendados, lo
que puede exigir una profunda reestructuracién de sus medios materiales y personales.

Libertad de programacién y proteccién del interés general. Los organismos de televisién gozan
de libertad de programacién, que resulta de las libertades de expresién e informacién (art.
20.1.a y d CE) y de la libertad de empresa (art. 38 CE). Ahora bien, esta libertad ha de ser
ejercida con respeto a los restantes derechos, principios y valores reconocidos por el ordena-
miento juridico, nacional y comunitario. A este respecto, cabe destacar dos aspectos.

En primer lugar, los operadores de televisidn estén sujetos a una serie de deberes de rango cons-
titucional, consustanciales a la actividad que realizan, que resume el art. 4 ERTV: deber de obijetividad,
veracidad e imparcialidad de las informaciones; su separacién de las opiniones; respeto al pluralismo
y a la igualdad, asi como al honor, la fama, la privacidad y a los restantes derechos constitucionales.

En segundo lugar, en un medio de masas como es la televisién, que penetra impunemente en
los hogares de los ciudadanos, adquiere una particular importancia la proteccién de la infancia y
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la juventud (arts. 17 y 20 Ley 25/1994, de 12.7, de Televisién sin Fronteras = LTsFr). La aplicacién
de estas reglas se hace, sin embargo, dificil. De ahi que en este dmbito el Gobierno haya impul-
sado la autorregulacién de las empresas.

Por otra parte, el desarrollo de la televisién digital puede ir acompafado de una gran capao-
cidad de eleccién de los contenidos, que el espectador podrd seleccionar. En una televisién a la
carta, la proteccién de la infancia y juventud no puede estar basada tanto en normas generales, si-
no en |cC1I necesidad de favorecer —o imponer- el desarrollo de tecnologias de filtrado y bloqueo de
contfenidos.

Fomento de obras europeas: cuotas de pantalla. La normativa de televisién recorta la libre ges-
tién empresarial mediante la imposicién de polémicas cuotas de pantalla, cuyo objetivo es pro-
mover las producciones audiovisuales, nacionales y comunitarias. Asi, se imponen a las enti-
dades que presten el servicio piblico de televisién las siguientes obligaciones:

reservar el 51% de su tiempo anual de emisién a la difusién de obras europeas (art. 5.1 LTsFr);

destinar anualmente, como minimo, el 5% de la cifra total de ingresos devengados durante el
ejercicio anterior a la financiacién de largometrajes cinematogrdficos y peliculas para television
europeas (art. 5.1 LTsFr) (el Real Decreto 1652/2004, de 9.7, aprueba el Reglamento que re-
gula dicha inversién);

mds de la mitad del tiempo de reserva habré de dedicarse a la emisién de obras europeas en
expresion originaria en cualquier lengua espafola (art. 5.2 LTsFr);

como minimo, el 10% del tiempo de emisién de obras europeas debe reservarse a obras de
productores independientes de las entidades de television, de las que mds de la mitad deberén
corresponder a obras producidas en los Gltimos cinco afios (art. 6 LTsFr);

en relacién con los servicios de pago, los porcentajes se aplicarén al tiempo total de emisién
para las emisiones de televisién de un operador que se contraten de forma conjunta e insepa-
rable dentro de una determinada oferta (art. 7.2 LTsFr).

Estas obligaciones no se imponen a las emisiones de televisién de cobertura local que no for-
men parte de una red nacional, si bien las CCAA podrdn introducir normas equivalentes respecto

de las televisiones locales, con objeto de fomentar la produccién audiovisual en su lengua propia
(art. 2.5 LTsFr).

Estos limites estén siendo discutidos. La existencia de empresas piblicas de televisién debe-
ria liberar a los operadores privados de condicionamientos de interés general como éstos.
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Regulacién sectorial versus defensa de la competencia. La normativa establece una regulacién es-
pecifica que trata de proteger la libre competencia y, con ello, el pluralismo informativo, esencial en
una sociedad democrdtica. No obstante -a medida que se incrementa el nimero de oferentes y va
madurando el sector-, se discute la oportunidad del mantenimiento de estas reglas. Frente a ello, se
argumenta que esta funcién podria ser cubierta por las normas generales de gefenso de la compe-
tencia. Con todo, de momento, estas Gltimas pueden resultar insuficientes para la proteccién del plu-
ralismo informativo. De ahi que la mayor parte de los paises mantenga la regulacién especifica, sin
perjuicio de su continua discusién y de los necesarios ajustes. Por ofra parte, la legislacién sectorial
no excluye la aplicacién de las normas generales de cJefenso de la competencia, que desarrollan
asi una ancién complementaria, de creciente importancia.

Concentracién empresarial. Inicialmente, la LTPri establecia restricciones tendentes a garantizar
el pluralismo interno, limitando al 25% la participacién maxima que podia tener una persona
—fisica o juridica- en una empresa concesionaria. Sin embargo, esta limitacién dificultaba la ges-
tién de la empresa. Ademés, pierde sentido a medida que el desarrollo tecnolégico incremen-
ta las capacidades de transmisién en el medio. Esto explica que, al final, esta restriccién haya
desaparecido.

En cambio, las normas mantienen limites a la concentracién empresarial. A estos efectos, hay
que alcanzar un delicado equilibrio: la tutela del pluralismo y de la libre competencia no debe obs-
taculizar la direccién de la empresa, ni impedir un adecuado grado de concentracién, necesario
para que los operadores puedan cualificar sus servicios y para la formacién de sélidos grupos de
comunicacion.

A este respecto, la Ley limita la participacién accionarial de una empresa en més de dos so-
ciedades concesionarias que actien en el mismo dmbito geogrdfico (art. 19 LTPri). Como decimos,
esta norma estd pensada para proteger el pluralismo. Con todo, debe afinarse para no impedir la
formacién de sélidos grupos de television.

La cuestidn se ha suscitado recientemente con la fusién del Grupo Correo y Prensa Espariola, que
hizo que el nuevo Grupo Vocento disponga de participaciones en dos concesionarias (Telecinco y Net
TV). De acuerdo con la normativa vigente, deberia producirse la desinversién en una de las dos em-
presas. Con todo, la televisién digital terrestre (Net TV) no estd operativa en la practica. De ahi que
—con el fin de facilitar las inversiones en television digital nacional- la solucién que parece barajarse es
permitir la presencia accionarial en sociedades concesionarias de televisiones analégicas y digitales de
cobertura estatal durante todo el periodo de transicién a la digital terrenal.

La normativa no establece restriccién alguna a la concentracién multimedia, lo que parece
una seria carencia, ya que la propiedad conjunta de cadenas de televisién, radio y prensa puede
afectar seriamente al pluralismo informativo.
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Derechos exclusivos. Los derechos exclusivos de emisién constituyen una prdctica comercial i-
cita, de particular relevancia en la actividad de televisién. Con todo, estos acuerdos no han de
perjudicar el derecho del publico de acceso a la informacién, ni la libre competencia. De ahi
que se sujeten a algunos limites:

Se consideran contrarios a la libre competencia aquellos que -por su duracién, alcance o con-
texto- tenj;an el efecto de bloquear el mercado, limitar el acceso a terceros durante un periodo
demasiado largo de tiempo o puedan falsear la concurrencia, incluida la potencial.

La normativa prevé el establecimiento de listas de acontecimientos de gran relevancia social (en-
tre los que se incluyen las retransmisiones deportivas), que han de ser emitidos en abierto (art.
4.3 de la ley 21/1997, de 3.7, reguladora de las Emisiones y Retransmisiones de Competi-
ciones y Acontecimientos Deportivos = LEDep).

Se reconoce el derecho de los operadores de televisién a emitir un resumen informativo en re-
lacién con los acontecimientos de relevancia piblica sujetos a derechos exclusivos (acompafa-
do del derecho de acceso a los estadios y recintos informativos, sin contraprestacién econémi-

ca) (art. 2 LEDep).

Se establece la garantia de que la adquisicién de derechos exclusivos por las televisiones re-
gionales no impida su difusién a nivel nacional (art. 16 LTerC).

El desarrollo de la televisidn digital de pago depende en gran medida de una serie de servicios
asociados (acceso condicional, interfaces de aplicacién de programas y guias electrénicas di-
gitales). Es importante que el control empresarial de estos servicios no distorsione las condicio-
nes de la competencia, por lo que han de ser ofrecidos y aplicados en condiciones razonables
y no discriminatorias.

Razones. Uno de los temas recurrentes en materia de televisién es la reclamacién de la exten-
sién de las llamadas Administraciones independientes en este dmbito. En el Derecho compara-
do es frecuente que las potestades publicas sobre la televisién no se atribuyan al Gobierno, si-
no a corporaciones piblicas de composicién plural o a autoridades independientes. Su asepsia
politica trata de conseguirse con el status "blindado" de sus miembros, que ademés son er;gi-
dos por amplias mayorias parlamentarias, por una accién combinada de los principales Pode-
res publicos o por las fuerzas sociales mds representativas.
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En relacién con la television, se barajan dos argumentos en favor de este tipo de Adminis-
traciones:

1. La independencia politica de la televisién. La necesaria intervencién de la Administracién -liga-
da al componente tecnolégico y a los valores implicados en esta actividad-, no debe ser oca-
sién para que el poder politico despliegue una influencia partidista sobre ella.

2. La defensa de la libre competencia. Uno de los principios bdsicos de las actividades que se
abren al mercado es la separacién entre las funciones de regulacién y de explotacién. Con
ello, trata de garantizarse la imparcialidad de las decisiones de las autoridades responsa-
bles del sector.

Atendiendo a estas razones, podria valorarse la conveniencia de la extensién y fortaleci-
miento de las Administraciones independientes en el sector de la televisién. En particular, se ha pro-
puesto la creacién de una entidad que supervise los contenidos televisivos. Desde posturas mds exi-
gentes, también se ha barajado la posibilidad de trasladar a estas Administraciones funciones de
otorgamiento de los titulos administrativos para ejercer la actividad, su vigilancia y control.

Debilidades. No debe olvidarse que este tipo de Administraciones encuentra su marco natural
en el modelo administrativo abierto propio del mundo anglosajén, no en nuestro sistema, en el
que los 6rganos administrativos estén constitucionalmente vinculados al servicio objetivo de los
intereses generales (art. 103 CE), con imparcialidad e independencia. De ahi que deban ha-
cerse algunas consideraciones, a tomar en cuenta antes de decidir acerca de su posible exten-
sién:

1. En la préctica, no resulta fécil delimitar funciones enteramente "neutrales", que no comporten
uno u ofro grado de indirizzo. En relacién con el gobierno de los asuntos piblicos, ni existe una
plena asepsia técnica o cientifica, ni tampoco un orden axiolégico completo, que todos com-
partan en toda su extensidn y jerarquia. Més alld de unos principios generales acerca del pa-
pel que debe desempefiar la televisidn (publica), en los que la mayoria estard de acuerdo, de
inmediato, se destapard la discrepancia acerca de la oportunidad de la concreta programa-
cién, cuya valoracién depende, no sélo de la propia comprensién de la realidad, sino también
de infereses concretos, de los que resulta muy diﬁcil distanciarse enteramente. Ademds, no es
infrecuente que estas entidades, una vez constituidas, se sientan llamadas a desarrollar una po-
litica propia. Con ello, se camina en el filo de su legitimidad constitucional, ya que —mas all4
de las excepciones expresamente previstas en la Constitucién- es al Gobierno a quien corres-
ponde la direccién de la funcién ejecutiva (art. 97 CE) y la responsabilidad de su ejercicio, siem-
pre difuminada cuando intervienen estas entidades.

2. la experiencia demuestra que las Administraciones independientes son un instrumento organi-
zativo mds, no la panacea de todos los males. Las garantias técnico-juridicas que la legislacién
construye para garantizar la independencia de estas entidades -aunque admiten grados-, tienen
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una virtualidad relativa. Al final, la clave para el eficaz funcionamiento de las Administraciones
independientes radica en algo tan dificil de construir y quebradizo como su prestigio institucio-
nal. A la larga, sélo eso puede mantenerles a resguardo de cualquier intromisién politica o de
infereses particulares. Asi lo pone de manifiesto el funcionamiento del Consejo de Administra-
cién del ente publico RTVE, cuyas (parciales) garantias institucionales no consiguen alejar el fan-
tasma de su completa politizacién.

Los argumentos a favor de la existencia de estas Administraciones, respecto de la televisién pri-
vada, perderian fuerza con una adecuada ordenacién de la actividad. La afirmacién de la |i-
bertad de televisién, por si misma, reduciria los riesgos del protagonismo puiblico en este sec-
tor. Por otra parte, la definicién por parte del |egis?odor de un modelo preciso de televisién
pUblica eliminaria puntos de colisién con los operadores privados y, en consecuencia, la nece-
sidad de buscar un drbitro neutral fuera de la Administracién gubernativa.
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